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Expediente 66682-31-13-001-2014-00007-02
Se deciden por medio de esta providencia los recursos de apelación que interpusieron los apoderados de las partes, contra el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 29 de marzo de 2016, en el proceso de liquidación de la sociedad conyugal promovido por Lina María Giraldo Rendón contra José Fernando Cuartas Arcila.
A N T E C E D E N T E S
1. El 30 de septiembre de 2015 se realizó la diligencia de inventarios y avalúos adicionales, acto al que concurrieron las partes y realizaron la respectiva denuncia y en el que la juez de primera sede ordenó excluir algunos de los activos, pasivos y compensaciones denunciados por la actora
.

2. Por auto del 5 de octubre de 2015
, se corrió traslado de los que presentó el demandado y de los mencionados en el numeral (sic) segundo del auto del 30 de septiembre de 2015, denunciados por la parte actora. El 15 siguiente se confirió nuevo traslado del “…inventario adicional presentado por la apoderada de la parte demandante y que hace referencia a un contrato de compraventa de un establecimiento de comercio y que fue suscrito por el demandado, en cual (sic) se plasma un canon de arrendamiento que debe ser tenido como activo de la Sociedad Conyugal…”
. Mediante auto del 19 del mismo mes y año
, se declaró la ilegalidad del último traslado, porque en el del 5 de octubre ya había dado traslado de ellos y decidió que al día siguiente de la notificación de esa providencia quedaría en firme el primero de tales autos. 
3. Dentro de la oportunidad concedida, las partes objetaron los inventarios y avalúos.

4. Surtido el trámite correspondiente a tales objeciones, la señora Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante providencia del 29 de marzo de 2016
, resolvió lo siguiente: a) declaró probada la objeción propuesta por la demandante a las ocho primeras partidas relacionadas por el demandado en la diligencia de inventario y avalúos adicionales y las excluyó; b) ordenó la inclusión de la motocicleta marca “YAMAHA, Línea T 110 ER, color azul, de placas JMZ 82 B, modelo 2008, avaluada en la suma de $2.000.000; c) declaró probada la objeción planteada por el demandado  en relación a la inclusión de la motocicleta  GQM 27D; c) ordenó incluir  la suma de $10.800.000 como recompensa a cargo del demandado y a favor de la señora Lina María Giraldo Rendón, por el valor del establecimiento de comercio Cabañas Mónaco; d) atendió la objeción que formuló el accionado frente al activo que denunció la actora en la diligencia de inventarios y avalúos y e) ordenó incluir como pasivo a cargo de la sociedad conyugal, la suma de $4.320.039 que no fue objetada por el demandado. 
5. Inconformes con esa decisión, ambas partes, por medio de sus apoderados judiciales, interpusieron recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Resuelto de manera desfavorable para ambos el primero, se les concedió el segundo, el que se decidirá por medio de esta providencia, previas las siguientes, 
C O N S I D E R A C I O N E S

1. Corresponde a la Sala resolver si han de formar parte de los inventarios y avalúos adicionales, algunos de los bienes que denunció cada parte y si deben excluirse otros, los que más adelante se detallarán.

2. Para empezar, hay que decir que las normas contenidas en el libro 4º, título XXII, capítulos I a IV del Código Civil, permiten la previa celebración de convenciones entre los cónyuges sobre los bienes que aportan a la sociedad y a las concesiones y donaciones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro. Si guardan silencio, por ministerio de la ley quedan sometidos al sistema de sociedad conyugal.

Sobre la estructura de la sociedad de bienes descansa todo el sistema económico marital, especialmente en cuanto al tratamiento que reciben los bienes que cada uno de los esposos aporta, los que adquieren con posterioridad, su administración, disposición, régimen contractual, las causales de disolución y el procedimiento para su liquidación.

Mientras la sociedad subsiste, se distinguen los bienes de propiedad exclusiva de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad conyugal y básicamente están constituidos por los bienes raíces en cabeza de cada uno, antes de formalizar la unión, los que se adquieren en vigencia de la unión a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y por último, los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos que figuran a nombre de uno u otro y que  administran libremente.

Producida la disolución de la sociedad, surge una comunidad formada por los bienes sociales, la que pasa a ser administrada por los comuneros, se consolidan el activo y el pasivo sociales que serán la base para realizar los inventarios y posterior liquidación. 

El artículo 1º de la ley 28 de 1932 dice: “durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración de los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que hubiere aportado a él como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al código civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esa sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación".
Haciendo referencia a esta disposición, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“… como lo ha pregonado la jurisprudencia de la Corte, una y otra vez, con marcada insistencia y sin desatender el espíritu de la norma, la sociedad conyugal está en una situación de “latencia”, que sólo a su disolución deviene en una “realidad jurídica incontrovertible”. 

Por lo mismo es que mientras no se haya disuelto, “ni el marido tiene derecho sobre los bienes de la sociedad manejados por la mujer, ni ésta tampoco sobre los bienes de la sociedad manejados por aquél”, generándose una “doble administración de los bienes, cuyo carácter de sociales no viene a revelarse ante terceros sino al disolverse la sociedad” (CSJ SC de 20 de octubre de 1937, reiterada 18 de abril de 1939, 25 de abril de 1991, 5 de septiembre de 2001 y 19 de mayo de 2004, Rad. 7145, entre otras).

Así las cosas, en el régimen económico del matrimonio vigente hoy en día en Colombia, descrito en los citados términos por el ordenamiento e interpretado uniforme y repetidamente por la Corte, no cabe un control o escrutinio permanente que uno de los esposos pretenda realizar sobre los actos negociales del otro, dado que una petición de cuentas o una rendición de las mismas, resultaría aneja a la que por esencia es “libre administración”, o como se dijo en conocida sentencia de esta Corporación, “un régimen de tal naturaleza repulsa en principio el control o fiscalización que uno de los cónyuges pretenda ejercer sobre los actos y negocios celebrados por el otro; de no, heriríase de muerte el sistema, porque la independencia estaría condenada a desaparecer sin remedio” (CSJ SC de 15 sep. de 1993, Rad. 3587).

Desde luego que la “libre administración” se predica de los actos o negocios jurídicos reales, y no de los aparentes o con el propósito de engañar o lesionar los intereses del otro cónyuge…”

De otro lado, las compensaciones o recompensas han sido definidas como créditos que el marido, la esposa o la sociedad pueden reclamarse entre sí en la liquidación de la sociedad conyugal por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales o pago de obligaciones a favor o en contra de la sociedad o de los cónyuges.

En relación con el tema, dice el Dr. Arturo Valencia Zea
: “… Pero existen casos en que la masa de gananciales se acrecienta a expensas de los bienes no gananciales, o los bienes de exclusiva propiedad se enriquecen con los bienes del haber social. La primera hipótesis se presenta cuando el bien que un cónyuge tenía al casarse o el adquirido durante la sociedad a título gratuito, fue vendido y con el precio se adquirió otro, sin haber ocurrido la subrogación legal; la segunda hipótesis se presenta cuando un deuda no social de uno de los cónyuges es pagada con dineros del haber social, como sucede cuando la deuda existente en el momento del matrimonio se cancela durante la sociedad con haberes que han debido entrar al haber social. En el primer caso, el patrimonio exclusivamente propio tendrá derecho a una indemnización en virtud del dinero invertido en acrecentar la masa de gananciales; en el segundo, será la masa común la que deberá indemnizarse en razón de la deuda pagada…”

Se ha entendido pues que el fundamento jurídico de las recompensas radica en el principio que prohíbe a una persona enriquecerse a expensas de otra, pero aquella figura está plenamente reglada en el Libro 4º, título 22, capítulos 4º y 5º del Código Civil, de manera que ante la existencia de alguna, ha de hallarse su fundamento en esas disposiciones.

3. Está acreditado en el proceso que los señores José Fernando Cuartas Arcila y Lina María Giraldo Rendón contrajeron matrimonio el 24 de agosto de 2005
; desde entonces surgió entre ellos una sociedad conyugal, ya que de otro lado no se demostró que se hubiesen sometido a un régimen diferente, la que terminó el 10 de junio de 2014, con la sentencia de divorcio proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal
. 
4. Con tales fundamentos y otros que se irán analizando a lo largo de esta providencia, se resolverá lo que a la Sala compete, con motivo del recurso de apelación que cada parte interpuso frente a la providencia que resolvió las objeciones a la diligencia de inventarios y avalúos adicionales.

5. Está inconforme el apoderado del demandado con esa providencia porque excluyó las partidas tercera, cuarta, quinta, sexta, séptima y octava de la denuncia que él hizo y porque incluyó como recompensa a su cargo y a favor de la demandante por la suma de $10.800.000 que está última relacionó.

5.1 En la partida tercera denunció el demandado como activo el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-96269 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, bien propio que adquirió antes de contraer matrimonio, vendió en vigencia de la sociedad conyugal y parte del precio lo destinó para la adecuación del negocio y las cabañas de la finca Mónaco, “sobre el mismo estableció de manera caprichosa la demandante el Establecimiento de Comercio del cual ahora predica como derecho propio”.

5.1.1 La funcionaria de primera sede negó la inclusión de ese bien porque en la actualidad no se encuentra en cabeza de ninguno de los cónyuges.

5.1.2 El demandado, al sustentar la apelación, adujo que ese bien lo adquirió antes de la vigencia de la sociedad conyugal y por tanto tenía el carácter de “bien propio”, autorizó la venta para que el dinero producto de ella ingresara al haber de la sociedad conyugal; para entonces, la demandante era la administradora de los bienes y está llamada a rendir cuentas, sin que pueda entonces aceptarse el argumento del juzgado. Explicó que tratándose de un inmueble adquirido a título oneroso por cualquiera de los cónyuges, ingresa al haber absoluto de la sociedad conyugal, y en este caso se está frente a un bien social que dejó de ser propio al incluir el dinero de la venta a la sociedad conyugal. También dijo que cada esposo puede disponer de sus bienes propios, pero tratándose de aquellos objeto de registro, se necesita el asentimiento del otro cónyuge, “ya que se trata de una formalidad exigida por la ley en razón del estado o calidad de las personas casada con sociedad conyugal”. 

5.1.3 El artículo 1797 del Código Civil, dice: “Vendida alguna cosa del marido o de la mujer, la sociedad deberá el precio al cónyuge vendedor, salvo en cuanto dicho precio se haya invertido en la subrogación de que habla el artículo 1789, o en otro negocio personal del cónyuge de quien era la cosa vendida, como en el pago de sus deudas personales, o en el establecimiento de sus descendientes de un matrimonio anterior.”

Está probado en el proceso que el inmueble de que se trata lo adquirió el demandado el 30 de septiembre de 2004, en diligencia de remate que se practicó en el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario propuesto por el Banco Cafetero contra el señor Gildardo Cataño Toro
. El 25 de enero de 2006, el mismo demandado lo enajenó tal como se aprecia en la escritura pública No. 431 de esa fecha, otorgada por la Notaría Primera del Círculo de Pereira
. Ambos actos aparecen inscritos en el certificado de tradición correspondiente a ese bien
. No se acreditó que el producto de la venta se haya invertido en la compra de otro y se hubiese expresado el ánimo de subrogar.

En principio resultaría entonces posible afirmar que de acuerdo con la última norma transcrita, la sociedad conyugal debería compensar su precio al demandado, pero eso no fue lo que pidió el demandado en la diligencia de inventarios y avalúos, acto en el que denunció el inmueble como tal; no como compensación y tampoco señaló el valor de la última.

Y no se dispondrá tenerla como recompensa, porque hacerlo desconocería el derecho de defensa de la demandante, quien no ha tenido la oportunidad de ejercerlo respecto a denuncia hecha en tal forma.
La Sala no comparte entonces los argumentos del impugnante, que insiste en no excluir de los inventarios el inmueble de que se trata, pues como lo dijo la funcionaria de primera sede, se trata de un bien que ya no está en cabeza de ninguna de las partes. Atender la solicitud del citado señor produciría la adjudicación de un inmueble de propiedad de un tercero ajeno al debate, en el respectivo trabajo de partición.

Se confirmará entonces la decisión que se revisa, frente a esta partida.

5.2 En la cuarta adicional se denunció el inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria No. 290-102472 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira. Se dijo que fue adquirido por la demandante, mediante remate, por autorización y con recursos del demandado; luego vendido por ella, sin dar cuenta del producido.

En la quinta, el vehículo Mitsubishi Lancer XL, de placas PEM-189, que se obtuvo mediante remate realizado el 3 de mayo de 2006, en el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, por la señora Elena Rendón Arenas, tía de la demandante, en la suma de $20.200.000 que fue entregada por el demandado; el vehículo se traspasó a la actora el 4 de mayo de 2009 y de él dispuso sin haber dado cuenta de su producido.

5.2.1 La señora jueza de primera sede negó la inclusión de esos bienes porque fueron adquiridos y vendidos por la esposa en vigencia de la sociedad conyugal, haciendo uso de la capacidad dispositiva que tiene frente a sus bienes.

5.2.2 El demandado, con sustento en los mismos argumentos que expuso para obtener la inclusión de la partida tercera adicional, alega que tales bienes deben hacer parte de los inventarios, y agregó que no se pactó subrogación real en las escrituras de venta de inmuebles que hizo la demandante, quien tampoco entrega la relación real del estado en que se encuentran los bienes muebles adquiridos por el demandado o con su dinero; debe tenerse en cuenta, insiste, que la citada señora administraba los bienes de la sociedad, la condición y forma en que cada uno de los esposos ha actuado, la forma y “quien adquirió los bienes”
5.2.3 Está probado en el proceso que el inmueble de que se trata en este aparte, lo adquirió la demandante en diligencia de remate efectuada el 1º de agosto de 2006 por el Juzgado Sexto Civil de Pereira, dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario, propuesto por el Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A. contra la señora Nancy López Pineda
 y vendido por ella, el 24 de julio de 2007, mediante escritura pública No. 3114 de esa fecha, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira
. Todos esos actos aparecen inscritos en el certificado de tradición respectivo
.
Y como lo demuestra el certificado de tradición del vehículo que también se describió en este aparte, la demandante lo obtuvo el 4 de mayo de 2009 y lo vendió el 15 de julio de 2013 al señor Jairo Muñoz Aristizabal
. 
Es decir, ambos bienes fueron adquiridos y vendidos en vigencia de la sociedad conyugal, en ejercicio de la libre administración que de ellos autoriza el artículo 1º de la ley 28 de 1932. Por tanto, como lo decidió la jueza de primera instancia, tampoco podían enlistarse en los inventarios, ya que a ninguno de las partes en el proceso pertenecían.
Los argumentos del apelante no tienen aplicación en este caso, en el que, se reitera, los bienes de que se trata los obtuvo la esposa en vigencia de la sociedad conyugal, y aún sin disolverse los enajenó. Por tanto, no es del caso hablar de subrogación, la que de acuerdo con el artículo 1789 del Código Civil, tiene lugar en tratándose de inmuebles de propiedad exclusiva de uno de los cónyuges, que no es el caso que ahora se analiza. Tampoco se está frente a asunto de rendición de cuentas para exigírselas a la demandante, y lo relativo a la forma como se adquirieron los bienes, es asunto que se tiene en cuenta para adoptar la decisión, aunque no su calidad, ni la forma como cada uno de los cónyuges ha actuado, por ser ajenas al debate. 
5.3 En la partida sexta adicional se relacionó el vehículo Mazda 323, de placa PEE-013 de servicio particular, adquirido por el señor José Fernando Cuartas Arcila, el 22 de abril de 2003, por la suma de $11.000.000 y vendido por la demandante, sin que haya dado cuenta de su producto. 

5.3.1 El juzgado lo excluyó de los inventarios porque se trataba de un bien propio del demandado, que vendió en vigencia de la sociedad conyugal.

5.3.2 El citado señor está inconforme con esa decisión por los mismos argumentos que se resumieron en el numeral anterior.

5.3.3 De conformidad con el certificado de tradición respectivo, ese  vehículo fue adquirido por el señor José Fernando Cuartas Arcila el 22 de abril de 2003; lo traspasó, el 20 de enero de 2011, a la señora Luz Adriana López Lopera, quien lo hizo a su vez al señor Luis A. Peñaloza Cuellar, el 7 de febrero del mismo año
. 
Es decir, se trataba de un bien propio del demandado, que enajenó en vigencia de la sociedad conyugal y por ello, no tenía que incluirse en los inventarios. 

La circunstancia de que de ese bien haya dispuesto la demandante y recibido el precio, sin darle cuenta de él al demandado, no justifica incluir el bien a que se hace referencia como activo social.

5.4 En la partida séptima adicional se incluyó una motocicleta marca Honda, modelo 2013, adquirida por la actora entre los años 2012 a 2013. Se pidió que para obtener otros datos relacionados con su placa y demás datos referentes a la negociación, se oficiara a la empresa Supermotos del Café SAS.
En la octava, una lavadora adquirida por la actora en el año 2012 o 2013, mediante el sistema de cupo aprobado “BRILLA DE EFIGAS”, la que fue retirada por ella del sitio donde fue entregada “sin conocimiento del demandado y hasta el momento se desconoce su destino, debiendo el señor CUARTAS ARCILA asumir el pago de las cuotas que se han cancelado y las que deben cancelarse”. 
5.4.1 Tales bienes fueron excluidos de los inventarios por la funcionaria de primera instancia, porque no se identificaron debidamente, lo que se considera necesario para cuando se haya de realizar la partición y porque tampoco se les dio avalúo alguno.

5.4.2 Al respecto solo se dirá que la funcionaria de primera instancia, como directora del proceso, ha debido exigir a las partes la debida identificación de los bienes que pretenden sean incluidos en unos inventarios y su valor. Además, que el impugnante no adujo razón alguna que justifique revocar la decisión que respecto de ellos se adoptó en la providencia que se revisa.

5.5 También está inconforme el demandado porque se incluyó como compensación a su cargo y a favor de la demandante, la suma de $10.800.000, valor del establecimiento de comercio Cabañas Mónaco, para la fecha en que la demandante lo adquirió.
Alegó que ese bien hace parte de la sociedad conyugal; no es propio de la demandante como se indicó en el auto recurrido, ya que por disposición legal, los muebles obtenidos en su vigencia a ella ingresan, lo que ya se había aclarado dentro del trámite procesal.

5.5.1 La actora lo denunció en los inventarios y avalúos adicionales como una compensación a su favor y a cargo del demandado, por la suma de $18.235.105, que corresponde al valor del establecimiento de comercio Cabañas Mónaco, bien de su exclusiva propiedad, que según certificado de la Cámara de Comercio tenía un valor de $10.800.000 para el mes de julio de 2005, cuando lo adquirió, y que indexado alcanza aquella cifra.
5.5.2 El Juzgado accedió incluir la suma de $10.800.000 como compensación a favor de la señora Lina María Giraldo Rendón y a cargo de José Fernando Cuartos Arcila, sin admitir la objeción por este formulada, con fundamento en la decisión que al respecto se había adoptado, por auto del 26 de marzo de 2015.
5.5.3 Para definir el punto, resulta necesario precisar que en la última providencia referida
, entre otras cosas, declaró el juzgado que el establecimiento de comercio “Cabañas Mónaco” es un bien propio de la demandante, “pero no se excluye de la sociedad conyugal por lo arriba expresado, debiendo ser compensado su valor a su favor por dicha sociedad”. En la parte motiva expresó que como no se dio valor a ese establecimiento de comercio para la fecha de adquisición, “el remedio sería el de incluir dicha compensación a través de inventarios adicionales para que pueda ser controvertido el mismo en ese acto procesal”.

Esa decisión alcanzó ejecutoria porque el recurso de apelación que interpuso la demandante se declaró desierto
 y lo mantuvo el juzgado de primera sede con motivo del recurso de reposición interpuesto por la misma parte
.

En esas condiciones, no era esta la oportunidad para controvertir si se trata de un bien social o propio el establecimiento de comercio de que se trata, asunto que ya fue dilucidado por el juzgado. 
Lo relacionado con el valor de la compensación que se debe por ese bien, a la demandante, quien lo aportó, será analizado más adelante. 

6. La citada señora reveló su inconformidad con las decisiones adoptadas por la jueza de primer nivel, tanto en la diligencia de inventarios y avalúos efectuada el 30 de septiembre de 2015, como en el auto que los aprobó
.
6.1 No está de acuerdo con la decisión impugnada porque incluyó la recompensa a cargo del demandado y a favor de la demandante por la suma de $10.800.000, correspondiente al avalúo del establecimiento de comercio Cabañas Mónaco para la fecha en que se adquirió, sin tener en cuenta la indexación por el tiempo transcurrido, alrededor de diez años, desde cuando realizó su inscripción en la Cámara de Comercio y lo que ella pretende es traer a valor presente  el valor histórico por la depreciación de la moneda. 

6.1.1 En el auto impugnado explicó el juzgado que no la reconocía por la suma de $18.235.105 como en efecto fue denunciada, sino por $10.800.000, de acuerdo con la sentencia C-678 de 2014.

6.1.2 Como ya se indicará, en el auto del 26 de marzo de 2015
 se ordenó incluir en los inventarios el establecimiento de comercio denominado Cabañas Mónaco, de propiedad de la demandante, debiendo la sociedad conyugal restituir su valor al tiempo de la adquisición como una compensación de acuerdo con el artículo 1781, numeral 4º del Código Civil, según el cual: “El haber de la sociedad conyugal se compone: … 4º) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiere (sic); quedando obligada la sociedad a restituir su valor según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición”.

Y se dijo en esa providencia que “Como en este caso no mencionó ningún valor asignado a dicho bien para la fecha de adquisición, el remedio sería el de incluir dicha compensación a través de inventarios adicionales para que pueda ser controvertido el mismo en ese acto procesal.”

De manera que en los inventarios adicionales lo que se propuso la demandante fue indicar el valor de la compensación que no se había establecido y con tal fin, la denunció por la suma de $18.235.105, que, según dice, corresponde a la de $10.800.000 debidamente indexada. Empero, el juzgado no aceptó esa actualización, como se acaba de indicar, con fundamento en la sentencia C-678 de 2014.
En esta, que transcribió en extenso la funcionaria de primer grado, a cuya lectura se remite, declaró la Corte Constitucional exequible la última disposición transcrita e indicó como conclusión: “El deber de recompensa al cónyuge que ha aportado a la sociedad conyugal los bienes del haber relativo descritos en los numerales 3º, 4º y 6º del artículo 1781 del Código Civil, comprende el valor aportado con la corrección monetaria correspondiente, la cual no pertenece a dicha sociedad. La valorización adicional del bien como resultado de las fluctuaciones económicas y del mercado pertenece a la sociedad conyugal y deberá ser divididas entre los cónyuges sin que lo anterior se configure en una violación del derecho a la propiedad privada, ya que no es el fin del matrimonio lucrarse ni enriquecerse a costa del otro…”

Es clara pues la sentencia citada en cuanto a que el valor nominal del bien mueble que uno de los esposos aporta al matrimonio, debe ser compensado al cónyuge aportante con la corrección monetaria desde el momento del aporte, como forma de garantizar un orden económico justo.  Por tanto, ha debido ser reconocida la recompensa de que se trata, por la suma de $18.235.105, tal como la citada señora lo denunció en la diligencia de inventarios y avalúos adicionales, sin que tal valor lo haya controvertido el demandado en ese acto.
Lo hizo dentro del término de traslado de esa diligencia, en la que dijo que el precio del aporte fue de $2.800.000. Empero, esa no era la oportunidad para controvertir su costo. En efecto, de acuerdo con el artículo 600 del Código de Procedimiento civil, vigente para cuando se presentaron los inventarios y avalúos adicionales, en tal acto se incluyen los bienes que denuncie cualquiera de los interesados y solo de haber desacuerdo sobre su valor, se decidirá previo dictamen pericial. Es decir, es en el mismo acto en el que se debe poner en evidencia el desacuerdo sobre el avalúo dado a los bienes y no dentro del traslado que se otorga para objetar los inventarios, que de acuerdo con el artículo 601 de la misma obra, tiene por finalidad la exclusión de partidas que se consideren indebidamente incluidas, o que se incluyan las compensaciones a cargo o a favor de la masa social. Lo relacionado con el traslado de los avalúos opera para el caso de que haya sido menester designar perito, cuando no haya acuerdo sobre el valor de los bienes, lo que aquí no acaeció, por lo menos respecto de la compensación de que se trata.
En consecuencia, se ordenará incluir la compensación a que se hace referencia, por el valor denunciado por la actora, sin objeción del demandado, porque la Sala no comparte los argumentos de la funcionaria de primera sede, que dio a la sentencia C-678 de 2014, un alcance que no tiene.

La providencia en lo que al respecto se refiere será aclarada en el sentido de se trata de una compensación a cargo de la sociedad conyugal y a favor de la actora, tal como se dispuso en el auto del 26 de marzo de 2015, que se encuentra en firme.
6.2 Tampoco está de acuerdo la actora con la inclusión de la motocicleta de placa JMZ 82B, que se denunció como activo social, en razón a que no fue avaluada por perito. 

6.2.1 En la diligencia de inventarios y avalúos se ordenó justipreciar el valor de ese bien por medio de perito, pues las partes no estuvieron de acuerdo sobre su valor. Empero, el auxiliar de la justicia designado para ese fin, nunca tomó posesión del cargo y por ende, tampoco presentó el respectivo trabajo.

6.2.2 El juzgado ordenó incluirlo por la suma de $2.000.000, de acuerdo con el avalúo que le dieron las partes. Aserto que no es cierto, pues como se indicara, no hubo acuerdo sobre su valor y por eso se nombró perito.

6.2.3 En esta sede, por auto del 19 de agosto de 2016
, se declaró inadmisible el recurso de apelación que se había concedido contra el auto que resolvió las objeciones a los inventarios adicionales, porque no se había avaluado la motocicleta referida y se ordenó devolver la actuación al juzgado de origen para que lo hiciera, a lo que efectivamente procedió. 
De esa manera, el perito designado avaluó tal bien en la suma de $1.912.500 y como de ese dictamen se dio traslado a las partes por tres días, sin que lo hubiesen objetado
, ese será el valor por el que se incluirá en los inventarios.
6.3 Está en desacuerdo la demandante con la decisión del juzgado que negó la inclusión del activo denunciado en la diligencia del 30 de septiembre de 2015. 
6.3.1 En tal acto, la actora dio cuenta de un documento que tiene en su poder, sobre la venta del establecimiento de comercio Restaurante Asadero Bar Mónaco – Fábrica de Chorizos Chorirrico, que por la suma de $100.000.000 celebraron los señores Alberto Buitrago Montes y Claudia Eugenia Varona Paredes el 20 de febrero de 2014, en el que se menciona un canon de arrendamiento de $2.100.000, y del “acta de entrega del bien inmueble del local comercial dado en arrendamiento del mismo establecimiento”, en el que el primero de los citados y el demandado hacen “un inventario de la entrega del establecimiento”. A renglón seguido solicita se oiga en declaración “a esas personas” para que se dé cuenta que ese valor ingresó y hace parte de la sociedad conyugal, “esto sería el valor sobre el cual se avaluará el establecimiento de comercio que en inventarios y avalúos se determinó como bien de la demandante y que tenía otro valor”

6.3.2 El juzgado analizó lo relacionado con el contrato de compraventa que sobre ese establecimiento de comercio celebraron las personas que menciona la demandante, para concluir que si lo que se pretende incluir es la suma de $100.000.000 por el que se realizó la negociación, ello no resulta posible porque ninguna de las partes figura como propietaria de ese bien.
6.3.3 Al sustentar el recurso, aduce la demandante que en el auto recurrido se expresó  que no existía claridad sobre si lo que pretendía la demandante incluir en la diligencia de inventarios y avalúos era la suma de $100.000.000, producto de la venta del establecimiento de comercio “Restaurante Asadero Bar Mónaco – Fábrica de Chorizos Chorirrico” o el valor del canon de arrendamiento “que se mencionó que reposa en el contrato que reposa en copia … por valor de $2.100.000” y aclara que desde la diligencia de inventarios y avalúos mencionó que su propósito era cuestionar el contenido de dicho documento, el que “no logró objetar el demandado” y que estaba acompañado de un acta de entrega, suscrita por el mismo señor, lo que evidencia su intención de defraudar a la sociedad conyugal y por eso se debió recibir declaración al señor Alberto Buitrago para que aclarara lo relacionado con la venta, la finalidad era entonces se confirmara el ingreso de dicha suma, en la que debe tener participación la demandante.
6.3.4 Esos argumentos no pueden servir de fundamento para incluir la suma de que se trata, pues de acuerdo con los artículos 600 y 601 del Código de Procedimiento Civil, no tienen como finalidad la diligencia de inventarios y las objeciones, controvertir contratos para probar que la intención de uno de los socios es defraudar la sociedad conyugal, como lo propone la demandante.

Aunque esta no dice a título de qué debía incluirse en los inventarios la suma de que se trata, considera la Sala acertada la decisión del juzgado que la negó, pues las partes en litigio no tuvieron participación alguna en la negociación del establecimiento de comercio Restaurante Asadero Bar Mónaco – Fábrica de Chorizos Chorirrico
, razón por la cual no podía hacer parte del activo social. 
Y contrario a lo manifestado por la inconforme, el demandado sí objetó la inclusión de dicha partida durante el traslado que se hizo de los inventarios y avalúos, mediante escrito que presentó el 21 de octubre de 2015, porque la juez de primera sede, como en otro aparte de esta providencia se indicara, por auto del 19 de octubre de 2015 dijo que el auto del 5 de ese mes, por medio del cual se dio traslado de los inventarios y avalúos, quedaría en firme un día después de notificado por estado ese proveído, hecho que se produjo el 21
.

La decisión adoptada en el ordinal quinto de la providencia apelada hace relación con ese punto, aunque la recurrente aduce que no es comprensible el querer del fallador, quien tampoco argumentó la razón por la que no se incluía la suma de dinero a que se ha hecho alusión, expresión que tampoco es real, porque sí se analizó lo relacionado con ese tema.
6.4 Aduce la abogada de la actora que la a quo no se pronunció en el auto apelado sobre las recompensas que denunció a favor de la sociedad conyugal y a cargo del demandado José Fernando Cuartas Arcila en la diligencia de inventario y avalúos, descritas en los numerales 1.A, 1.B y 1.C del acápite correspondiente.

6.4.1 Estas, hacen relación, en su orden, a las siguientes compensaciones a cargo del demandado y a favor de la sociedad conyugal, denunciadas por la demandante, en la diligencia de inventarios y avalúos adicionales
:

a) $20.000.000 correspondiente al valor que se pagó como parte del precio de la finca Mónaco, identificada con matrícula inmobiliaria No. 296-7504 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal, el 10 de febrero de 2006, con dineros de la sociedad conyugal y que indexados ascienden a $31.585.784.
b) $224.960.000, valor de la construcción de la casa principal en la misma finca Mónaco, obra realizada por el señor Hecceomo de Jesús Martínez Gómez, sobre un bien propio del demandado, en vigencia de la sociedad conyugal, según contrato civil de obra, el 8 de noviembre de 2006.

c) $55.000.000, valor de la construcción de cuatro cabañas para hospedaje, en el mismo lugar, con dineros de la sociedad conyugal, por el ingeniero José Holmes González Hidalgo, que mejoró el predio y que avalúo en aquella suma el ingeniero civil Oscar Alberto  Álvarez Mesa.

6.4.2 En la diligencia de inventarios y avalúos, la funcionaria de primer grado indicó que de tales partidas, las dos primeras no se aceptaban porque hacían parte de los inventarios adicionales, sin que frente a esa decisión la demandante hubiese interpuesto recurso alguno. 

6.4.3 Y al objetar los inventarios, solicitó la parte demandante se incluyeran como recompensas “las descritas a folios 929 y 930, construcciones realizadas en vigencia de la sociedad conyugal”. Tales compensaciones no se discriminaron en esa oportunidad debidamente, pero se indicaron los folios en los que se encuentran relacionadas, los 929 y 930 y se menciona que son unas construcciones, razón por la cual es claro que se refieren a las que se acaban de describir, en los literales b) y c).

De esa manera las cosas, respecto de la compensación relacionada en el literal a) no se formuló objeción por la demandante para obtener su inclusión en los inventarios. En consecuencia, ningún pronunciamiento tenía que hacer la funcionaria de primer grado.

En relación con las otras dos, como lo alega la recurrente, nada dijo el despacho en el auto recurrido, omisión que suplirá la Sala.

Para empezar, es necesario llamar la atención al juzgado de primera sede, que en la misma diligencia de inventarios adicionales, se abstuvo de incluir las partidas identificadas en este aparte de la providencia, en los literales a) y b) con el argumento de que fueron incluidas en los inventarios adicionales, lo que no es cierto
.
En esas condiciones, resolverá la Sala si deben o no hacer parte de los inventarios y avalúos adicionales.

Doctrinariamente se han definido las recompensas como créditos que el marido, la esposa o la sociedad pueden reclamarse entre sí en la liquidación de la sociedad conyugal por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales o pago de obligaciones a favor o en contra de la sociedad o de los cónyuges y las consagra el Código Civil como forma de mantener el equilibrio entre los bienes del marido, de la mujer y los de la sociedad, con el fin de evitar que uno de ellos se  enriquezca injustamente a expensas de otro.

De compensaciones como aquellas que reclama la actora, se ocupa el artículo 1802 del Código Civil, según el cual se debe recompensa a la sociedad  “por las expensas de toda clase que se hayan hecho en los bienes de cualquiera de los cónyuges en cuanto dichas expensas hayan aumentado el valor de los bienes, y en cuanto subsistiere este valor a la fecha de la disolución de la sociedad; a menos que este aumento de valor exceda al de las expensas, pues en tal caso se deberá solo el importe de estas.”
Respecto de esa especie de compensación, dice la doctrina que para que el cónyuge propietario del bien deba reintegrar el valor de la mejora a la sociedad conyugal, cuando se levanta durante su vigencia, debe acreditarse: “1º) Que aumente el valor del bien que la ha padecido. 2º) Que el aumento sea inferior o igual al de la expensa o mejora, porque en tal caso, si el valor es superior a aquella, no se debe sino el valor de la mejora.” Y sobre la forma como debe liquidarse, enseña: “Tal ocurre, v. gr., si con dineros de la sociedad se ejecuta una mejora en una finca de propiedad de la mujer por valor de $100.000 mejora con la que se pretende no solo la conservación de la finca, sino su mayor valor, por ejemplo, un sistema de riego. Si el aumento del valor de la finca sube en la suma de $100.000 y este aumento existe en el momento de la disolución, la mujer deberá esa suma a la sociedad. Si el aumento que experimenta la finca es de $50.000, solo la mujer deberá esta suma. Si el aumento de valor que experimenta la finca es de $150.000, la mujer solo deberá el valor de la mejora, es decir, $100.000. En consecuencia, el cónyuge beneficiado con la mejora, debe, por regla general, el valor del aumento, salvo en el caso de que este sea superior al de mejora, pues en tal supuesto, debe excluirse este.”
 
En este caso, la demandante solicita se incluya como compensación a cargo del demandado y a favor de la sociedad conyugal, el precio de las construcciones levantadas en la finca Mónaco, pero no es eso lo que autoriza incluir como compensación la norma de que se trata de acuerdo con la doctrina transcrita, sino el aumento que experimentó el predio con la inclusión de la mejora, lo que a su vez permitirá establecer el valor como compensación. 
Además de que no se procedió así, tampoco se acreditó que el mayor valor del bien, con motivo de la mejora, subsistiera para la fecha en que se disolvió la sociedad conyugal.

Es más, el valor de tales construcciones se fundamentó en un informe técnico elaborado por ingeniero civil
, que incluye el del lote en el que fueron levantadas, que por providencia en firme, se excluyó de los inventarios porque es de propiedad exclusiva del demandado
.
Por tanto, no se admitirá la objeción propuesta para incluir como compensaciones el valor de las construcciones de que se trata.

6.5 Sostiene la demandante que ha debido incluirse como  compensación a cargo del demandado y a su favor, el valor de los alimentos que suministra el primero a sus dos hijos menores, porque desde la fecha del divorcio se pactó en $800.000 mensuales, la que debe salir de los ingresos de aquel y no de la masa social.

6.5.1 En la diligencia de inventarios y avalúos adicionales solicitó la actora se incluyera como recompensa por ese concepto, la suma de $7.200.000, correspondiente a las cuotas causadas desde el mes de octubre de 2014, fecha de inventarios, a julio de 2015, según lo ordenado en la sentencia de divorcio
.
6.5.2 En ese acto, la señora jueza de primera sede decidió excluir esa partida de los inventarios
.

6.5.3 Al objetarlos, adujo la actora que deben incluirse $12.000.000 por concepto de las cuotas alimentarias que ha cancelado el demandado desde junio de 2014, a razón de $800.000 mensuales y hasta cuando se liquide la sociedad conyugal, pues ese pago debe hacerlo de manera directa.
6.5.4 En la providencia recurrida, la funcionaria de conocimiento nada dijo al respecto, omisión que suplirá esta Sala.

6.5.5 Las compensaciones a favor o a cargo de uno de los cónyuges o de la sociedad conyugal están previstas en la ley. Aquella que pretende la actora sea incluida en los inventarios no la prevé el legislador como tal, a favor de uno de los cónyuges y a cargo del otro. Respecto del mantenimiento de los descendientes comunes, el numeral 5º del artículo 1795 del Código Civil, dice que la sociedad conyugal es obligada a pagarlos.

Pero es que además, en el caso bajo estudio, en la sentencia que decretó el divorcio, se aprobaron los acuerdos que celebraron los esposos, en el sentido de que el demandado suministraría por concepto de alimentos para sus hijos menores la suma de $800.000 mensuales e idéntica suma en diciembre de cada año, cuota que se incrementaría en enero de cada año, en el mismo porcentaje en que se incremente el salario mínimo legal y que mientras se liquida la sociedad conyugal, es sumas serían “descontadas de los valores consignados por el secuestre dentro de esta actuación”
. 
Por tanto, no se incluirá como compensación la partida de que se trata.

6.6 Alega la demandante, en el escrito por medio del cual formuló el recurso, que en la diligencia de inventarios y avalúos adicionales, decidió el juzgado no aceptar el pasivo por ella denunciado.

6.6.1 En tal acto se denunciaron como tales: a) $5.457.803 por concepto de impuesto predial unificado del inmueble ubicado en la carrera 126 No. 11-71, con matrícula inmobiliaria No. 296-60749, correspondiente al período “comprendido de 2012 a junio 20 de 2015”; b) $1.004.600, por concepto de la renovación de la matrícula  mercantil, pago de una multa y actualización del RUT, “valores dejados de cancelar hasta la fecha del establecimiento de comercio  CABAÑAS MÓNACO” y c) $24.000.000 por concepto del canon de arrendamiento del mismo establecimiento, que cancela la Organización Manantial SAS con motivo del contrato de arrendamiento que suscribió con el demandado y que se han dejado de cancelar  desde marzo de 2014 hasta cuando se hizo la denuncia, durante 16 meses, a razón de 1.500.000 (sic). Adujo que debe tenerse en cuenta que existe un pleito pendiente “por la terminación del contrato” y que se incluye esa partida porque es de propiedad de la demandante, hecho que desconoce el demandado, “situación esta en detrimento de mi representada y de la sociedad conyugal misma, ya que es evidente que el demandado a (sic) intentado desmejorar los ingresos que se percibían, en su favor y en contra de mi representada. Se solicita al despacho se pronuncie al respecto”
.
6.6.2 Y en esa misma oportunidad, resolvió el juzgado no incluir esos pasivos
.

6.6.3 Además de que esa decisión adquirió firmeza porque frente a ella no se interpuso ningún recurso, lo relacionado con el tema no fue objeto de controversia en el incidente de objeción a los inventarios y por ende, tampoco de decisión en la providencia que se revisa. Por ende, no resulta posible para esta Sala pronunciarse al respecto por vía del recurso que se decide.
7. En conclusión, se confirmará la providencia impugnada, en lo que fue motivo de apelación, pero se modificarán el ordinal segundo, en cuanto al avalúo de la motocicleta de placas JMZ 82 B, que se incluye como activo por la suma de $1.912.500, y el cuarto para incluir como recompensa a cargo de la sociedad conyugal y a favor de la demandante, la que allí se describe, por la suma de $18.235.105.

Además, se adicionará, para negar la inclusión de las recompensas por $224.960.000 y $55.000.000, valor de las construcciones realizadas en la finca Mónaco, identificada con matrícula inmobiliaria No. 296-7504 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal y 12.000.000 por concepto de las cuotas alimentarias que ha cancelado el demandado desde junio de 2014, a razón de $800.000 mensuales y hasta cuando se liquide la sociedad conyugal. También, para aprobar la diligencia de inventarios y avalúos de acuerdo con las decisiones adoptadas por la funcionaria de primera instancia en la providencia que se revisa y que serán confirmadas y con las modificaciones que en esta se le harán.
Se abstendrá la Sala de imponer condena en costas, porque para ninguna de las partes prosperaron totalmente las objeciones propuestas.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   :
1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 29 de marzo de 2016, en el proceso sobre liquidación de la sociedad conyugal propuesto por la señora Lina María Giraldo Rendón contra el señor José Fernando Cuartas Arcila, MODIFICANDO el ordinal segundo en cuanto al avalúo de la motocicleta de placas JMZ 82 B, que se incluye como activo por la suma de $1.912.500, y el cuarto para incluir como recompensa a cargo de la sociedad conyugal y a favor de la demandante, la que allí se describe, por la suma de $18.235.105.

2º Se adiciona la misma providencia para: a) negar las objeciones propuestas por la demandante para que se incluyeran como compensaciones $224.960.000 y $55.000.000, valor de las construcciones realizadas en la finca Mónaco, identificada con matrícula inmobiliaria No. 296-7504 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal y $12.000.000 por concepto de las cuotas alimentarias que ha cancelado el demandado  desde junio de 2014, a razón de $800.000 mensuales y hasta cuando se liquide la sociedad conyugal, y b) aprobar la diligencia de inventarios y avalúos de acuerdo con las decisiones adoptadas por la funcionaria de primera instancia que se confirman y con las modificaciones que en esta providencia se hicieron.

3º Sin costas.
Notifíquese,

La Magistrada,


CLAUDIA MARIA ARCÍLA RÍOS
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JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA
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